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Buenas tardes doctora:

Conforme con el requerimiento efectuado en el día de ayer, reenvío para los efectos correspondientes el
correo que en su momento fuera radicado al Centro de Servicios Judiciales con la contestación de la
demanda y los anexos.

Atentamente,

Javier Enrique López Rivera
Apoderado Fiscalía General de la Nación
Teléfono 3178331267

De: Javier Enrique Lopez Rivera 
Enviado: lunes, 7 de diciembre de 2020 13:47 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
zmladino@procuraduria.gov.co <zmladino@procuraduria.gov.co>; procesosnacionales@defensajuridica.gov.co
<procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>; jeysonbermudez@hotmail.com <jeysonbermudez@hotmail.com> 
Asunto: CONTESTACIÓN DE DEMANDA
 
Buenas tardes:

Adjunto para los efectos correspondientes al proceso con los siguientes datos iden�ficadores:

PROCESO RADICADO No. 11001334306120200017500
DEMANDANTE WILLIAM CESAR RAMIREZ
MEDIO DE CONTROL REPARACIÓN DORECTA
DESPACHO JUZGADO 61 ADMINISTRATIVO
DEMANDADA NACIÓN - FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN
ASUNTO CONTESTACIÓN DE DEMANDA
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Atentamente,

Javier Enrique López Rivera
Abogado
Fiscalía General de la Nación
Teléfono 3178331267
NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier
anexo) contiene información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada
por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error
recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o
toma cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido. NOTA CONFIDENCIAL DE
LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene
información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada por la persona
o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error recibe este
mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma
cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido.
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Bogotá D.C., Diciembre de 2020 
 
 
Doctora 

EDITH ALARCÓN BERNAL 
Juzgado Sesenta y Uno Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá  
E.  S.  D.    
 
ACCIÓN:   REPARACIÓN DIRECTA 
RADICADO:  11001334306120200017500 
DEMANDANTE:  WILLIAM CESAR RAMÍREZ ORDOÑEZ Y OTROS  
DEMANDADO:  FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN Y OTROS  
 
JAVIER ENRIQUE LÓPEZ RIVERA , mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá, identificado 
con la cédula de ciudadanía No. 93.405.405 de Ibagué, con Tarjeta Profesional No. 119.868 del 
Consejo Superior de la Judicatura, obrando en calidad de apoderado especial de la FISCALÍA 
GENERAL DE LA NACIÓN, conforme al poder adjunto, por medio del presente escrito, de manera 
oportuna procedo a CONTESTAR la demanda que, en ejercicio del medio de control de reparación 
directa, a través de apoderado, instauran WILLIAM CESAR RAMÍREZ y otros. 
 

1. OPORTUNIDAD DE LA CONTESTACION DE LA DEMANDA 

 
Dentro del  término establecido en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 
del C.G.P., procedo a contestar la presente demanda.  

 

2. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 
Sobre los hechos 4.1, 4.2, 4.3, 4.4, 4.5, 4.6 y 4.7 del correspondiente acápite de la demanda, la 
Fiscalía General de la Nación se atiene a lo que resulte plenamente probado dentro del proceso 
de la referencia. Lo anterior en consideración a que los mismos se refieren a situaciones acaecidas 
en desarrollo de la vida familiar, sobre los cuales la Fiscalía General de la Nación no tiene por qué 
tener conocimiento. 
 
Sobre los hechos 4.8, 4.9, 4.10, 4.11, 4.12, 4.13, 4.14, 4.15, 4.16, 4.17, 4.18, 4.19, y 4.20, 4.21, 
4.22, 4.23, 4.24, 4.25, 4.26, 4.27, 4.28, 4.29, 4.30, 4.31, 4.32, 4.33 y 4.34 la representación  Fiscalía 
General de la Nación se atiene a lo que resulte plenamente probado dentro del proceso de la 
referencia, habida cuenta que si bien se trata de  actuaciones en las cuales intervino la misma, 
son actuaciones judiciales sobre las cuales el mismo no ha tenido acceso; máxime cuando se trata 
de piezas procesales sobre que de acuerdo con los hechos de la demanda, se encuentran a 
disposición del correspondiente Centro de Servicios Judiciales y se trata de un proceso judicial 
todavía activo.  
 
Sobre los hechos 4.35, 4.36 y 4.37 de los hechos de la de la demanda la Fiscalía General de la 
Nación se atiene a lo que resulte plenamente probado dentro del proceso de la referencia. Lo 
anterior, por cuanto no le corresponde a la Fiscalía General de la Nación conocer de las 
consecuencias que se derivan de la privación de la libertad de quienes son cobijados mediante las 
medidas de aseguramiento adoptadas por los jueces con funciones de control de garantías. 
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3. FUNDAMENTO A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 
Me opongo a cada una de las declaraciones y condenas solicitadas en el escrito de la demanda, 
porque considero que en el presente caso  no se configuran los supuestos esenciales que permitan 
estructurar responsabilidad extracontractual en cabeza de mi representada, por las siguientes 
razones: 
 

1. CUMPLIMIENTO DE UN DEBER LEGAL y AUSENCIA DE FALLA EN EL SERVICIO.  
 
Recientemente en sentencia de Unificación el Honorable Consejo de Estado señaló:  
 
 
 

De conformidad con lo anterior, como la indemnización se abre paso cuando se 
demuestro que la privación de la libertad del procesado fue injusta, podría no ser 
admisible ni justo con el Estado- el cual también reclama justicia para sí- que se le obligara 
a indemnizar a quien ha sido objeto de la medida de detención preventiva cuando para la 
imposición de esta, se han satisfecho los requisitos de ley ni cuando a pesar de haber 
intentado desvirtuar la duda mediante la práctica de pruebas, no se ha podido obtener o 
lograr ese objetivo , es decir, cuando sobre el investigado persisten dudas acerca de su 
participación en el ilícito y , por lo tanto, también persisten respecto de lo justo o injusto 
de la privación de la libertad, caso en el cual, si el juez verifica que se cumplieron los 
deberes y exigencias convencionales, constitucionales y legales que corresponden al 
Estado para privar provisionalmente de la libertad a una persona, como aquellos de que 
tratan los ya citados artículos 28 y 250 constitucionales (inclusive este último después 
de la modificación que introdujo el Acto Legislativo 03 de 2002), las normas de 
procedimiento penal y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, mal puede 
imponer una condena en contra de este último.  
 
Así las cosas, se insiste, resultaría incoherente que el Estado tuviera que indemnizar 
automática o indefectiblemente por una privación de la libertad impuesto, incluso, por 
la aplicación del mencionado sustento constitucional, pues para nada es lógico y sí más 
bien es absurdo pensar y aceptar que la propia Constitución Político exige a la Fiscalía 
adoptar- a solicitar al Juez- medidas de aseguramiento , como la detención domiciliaria 
a la detención preventiva u otras que- en las voces de la jurisprudencia  de esta 
Corporación- implican la pérdida jurídica d3ela libertad , como por ejemplo (…) , para 
garantizar la comparecencia del investigado al proceso- como lo exigen las normas 
transcritas- y que dicho organismo, sin embargo, por satisfacer ese deber y por obedecer 
el mandato que le imponía el artículo 6 del derogado Decreto 2700 de 1991- el cual 
establecía que los funcionarios judiciales debían someterse al imperio de la Constitución 
y de la Ley-, se vea obligado a pagar indemnización cuando deba levantar la medida, lo 
cual, como se vio unos párrafos atrás , para nada implica la imposición de una sanción o 
condena” 

 
En el ámbito de las funciones establecidas en los artículos 250 y ss. de la Constitución Política y la 
Ley 906 de 2004, las actuaciones de la FISCALIA GENERAL DE LA NACION son regladas, así: 

 
“...ARTICULO 250.-  Modificado. A. L. 3/2002, art. 2º.  
 
La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y 
realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que 
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lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, 
siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la 
posible existencia del mismo.  No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni 
renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación 
del principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política criminal del Estado, el 
cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que ejerza las funciones de 
control de garantías.  Se exceptúan los delitos cometidos por miembros de la fuerza pública 
en servicio activo y en relación con el mismo servicio. (Negrillas y subrayas fuera de texto). 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias 

que aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de 
la prueba y la protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. (Negrillas y 
subrayas fuera de texto). 

 (…) 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un 

juicio público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con 
todas las garantías. (Negrillas y subrayas fuera de texto). 

 
 (…) 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
(…) 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el fiscal general o sus delegados deberán 
suministrar, por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia incluidos los que sean favorables al procesado…”.  
(Negrillas y subrayas fuera de texto). 
 

Por su parte, la ley 906 de 2004 desarrolló el marco de las funciones constitucionales atribuidas a 
la Fiscalía General de la Nación, así: 

 
 “Artículo 306: Solicitud de imposición de medida de aseguramiento. El fiscal solicitará al 
juez de control de garantías imponer medida de aseguramiento, indicando la persona, el 
delito, los elementos de conocimiento necesarios  para sustentar la medida y su urgencia, 
los cuales se evaluarán en audiencia permitiendo a la defensa la controversia pertinente 
 
Escuchados los argumentos del fiscal, Ministerio Público y defensa, el juez emitirá su 
decisión.” (Negrillas y subrayas fuera de texto). 

 
“Artículo 308. Requisitos. El juez de control de garantías, a petición del Fiscal General de la 
Nación o de su delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos 
materiales probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de la información 
obtenidos legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o 
partícipe de la conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de 
los siguientes requisitos: (Negrillas y subrayas fuera de texto). 
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1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el 
imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia. 

2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima. 
3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al  proceso o que no cumplirá 

la sentencia.”  
 
“Artículo 313. Procedencia de la detención preventiva. Satisfechos los requisitos señalados 
en el artículo 308, procederá la detención preventiva en establecimiento carcelario, en los 
siguientes casos: 
 
1. En los delitos de competencia de los jueces penales del circuito especializados. 
2. En los delitos investigables de oficio cuando el mínimo de la pena prevista por la ley sea o 
exceda de cuatro (4) años. 
3.  En los delitos a que se refiere el Título VIII del Libro del Código Penal cuando la 
defraudación sobrepase la cuantía de ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes”.   

 
Ahora bien, de la conducta desplegada por la Fiscalía General de la Nación no se denota una falla 
del servicio al momento de imponer la medida de aseguramiento, pues como se observa existía 
la certeza que en la casa y habitación del señor Omar Cáceres Osorio, se encontró una bultos de 
una sustancia que al hacérsele  dio como positivo de cannabis.  
 
Es así como para imponer la medida de aseguramiento, se tuvo en cuenta la gravedad de la 
conducta punible denunciada y la necesidad de garantizar la comparecencia al proceso.  
 
Finalmente, por el hecho que se ABSOLVIÓ AL HOY DEMANDANTE EN, no puede inferirse que fue 
indebida su VINCULACIÓN y posterior resolución DE MEDIDA DE ASEGURAMIENTO por parte de 
la Fiscalía General de la Nación,  ya que en el caso que nos ocupa, contra el sindicado afloraron 
un conjunto de pruebas, surgen indicios que en su momento comprometieron su responsabilidad 
y que justificaron no solamente la adopción de la medida de aseguramiento de detención 
preventiva.  
 
 

2. INEXISTENCIA  DE NEXO CAUSAL 
 
De  encontrarse  probada la existencia de un daño antijurídico “Privación Injusta de la Libertad”, 
se debe absolver de todas las pretensiones  a mi representada, en razón  que el daño probado no 
se le puede imputar a ella, al evidenciarse que no existe una relación efecto-causa  entre la 
actuación de la Fiscalía General de la Nación y el daño a indemnizar, por lo que se predica una 
ausencia de nexo causal.  
 
El nexo causal es la relación necesaria y eficiente entre el hecho generador del daño y el daño 
probado. La jurisprudencia ha establecido que para poderle atribuir un resultado a una persona y 
declararlo responsable como consecuencia de su acción u omisión, es necesario definir si aquel 
aparece ligado a esta por una relación de causa-efecto.  
 
El hecho generador del daño que se pretende indemnizar, no es otro que la imposición  de la 
medida de aseguramiento, que fue proferida por un Juez con funciones de Garantías, razón por 
la cual se carece del efecto-causa para  imputar la responsabilidad  a la Fiscalía General de la 
Nación.  
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Entonces como el  hecho generador llamado a  producir el daño antijurídico con motivo a la 
privación de la libertad es la decisión proferida por el juez de control de  garantía, que si bien fue 
solicitada por la Fiscalía General de la Nación, lo cierto es que mi representada no tiene la facultad 
jurisdiccional de privar de libertad al investigado.  
 

4. HECHO EXCLUSIVO DE LA VICTIMA  

La Ley 270 de 1996, en su artículo 70 estableció que el hecho de la víctima puede dar lugar a 
exonerar de responsabilidad al Estado, así: "El daño se entenderá como culpa exclusiva de la 
víctima cuando ésta haya actuado con culpa grave o dolo, o no haya interpuesto los recursos de 
ley. En estos eventos se exonerará de responsabilidad al Estado (...)." 

En sentencia el Honorable Consejo de Estado, modifico y unifico su jurisprudencia en el siguiente 
sentido:  
 

“ En consecuencia, procede la sala a modificar y a unificar su jurisprudencia en relación 
con los casos cuya Litis gravita en torno a la responsabilidad patrimonial del Estado por 
privación de la libertad, en el sentido de que, en lo sucesivo, cuando se observe que el juez 
penal o el órgano investigador levantó la medida restrictiva de la libertad, sea cual fuere 
la causa de ello, incluso cuando se restrictiva de la libertad, sea cual fuere la causa de ello, 
incluso cuando se encontró que el hecho no existió, que el sindicado no cometió el ilícito o 
que la conducta investigada no constituyó un hecho punible , o que la desvinculación del 
encartado respecto del proceso penal se produjo por la aplicación del principio in dubio 
pro reo, será necesario hacer el respectivo análisis a la luz del artículo 90 de la Constitución 
Política, esto es, identificar la antijuridicidad del daño.   

 
Adicionalmente, deberá el juez verificar, imprescindiblemente, incluso de oficio, si quien 
fue privado de la libertad actuó, visto exclusivamente bajo la óptica del derecho civil, con 
culpa grave o dolo, y si con ello dio lugar a la apertura del proceso penal y a la subsecuente 
imposición de la medida de aseguramiento de detención preventiva.” (Sentencia de 
Unificación del 15 de agosto de 2018, Magistrado Ponente. Carlos Alberto Zambrano 
Barrera, radicado 66001-23-31-000-2010-00235 01 (Radicado interno 46.947).  

 
Aun cuando no se conoce los motivos por los cuales se absolvió al hoy demandante, lo que sí se 
puede establecer de los documentos que fueron aportados es que la conducta del señor ALFONSO 
SANCHEZ MARTÍNEZ fue la causa de la investigación penal y a la imposición de la medida de 
aseguramiento de detención preventiva.  
 
En primer lugar, la sustancia incautada fue hallada en el vehículo en el cual este se transportaba 
y resultaban muy dicientes dos aspectos a saber, el hecho de que tuviese dinero de diferentes 
divisas, que el mismo fuese empleado para una supuesta compraventa de la motocicleta, cuando 
la moneda legal, a saber peso colombiano, dispone el curso legal forzoso en virtud de la cual, no 
resulta justificada la razón por la cual portaba dichas divisas pero aun de estarlo, es claro que 
dicho negocio fue entonces celebrado y cumplido por las partes en una abierta contradicción del 
curso legal, por lo cual resultaría poco creíble dicha versión, cuando además ello es una simple 
hipótesis sobre la cual no se advierte que en el proceso penal se hayan aportado pruebas en ese 
sentido.  
 
Otro aspecto a valorarse y que se contiene en el Informe de Policía Judicial, consiste en el hecho 
de que el acá demandante se dio a la huida junto con su acompañante al momento en que advirtió 
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la presencia de los policiales, lo cual implica una situación indicativa de su conducta de 
ocultamiento de algo indebido, como efectivamente ocurrió.  
 
Ahora, sí esta situación lo exoneró en el ámbito penal, desde el punto de vista del derecho civil es 
reprochable, más aún cuando la cantidad encontrada sobrepasaba lo legalmente permitido.  
 
Así las cosas, desde una perspectiva civil, la conducta del hoy demandante se califica como dolosa 
o gravemente culposa y por lo tanto  la privación de la libertad no puede ser imputada a la FGN.  
 
La culpa exclusiva de la víctima como eximente de responsabilidad se debe estudiar desde los 
preceptos establecidos en el derecho civil y no en lo  penal.  
 
En este sentido, la jurisprudencia de la Sección Tercera ha indicado que el hecho de la víctima 
como eximente de responsabilidad se origina cuando el suceso causalmente vinculado a la 
producción del daño no es predicable de la administración, sino de una actuación u omisión 
endilgable a la propia víctima. Al respecto se ha dicho: 

"(...) Cabe recordar que la culpa exclusiva de la víctima, entendida como la violación por 
parte de ésta de las obligaciones a las cuales está sujeto el administrado, exonera de 
responsabilidad al Estado en la producción del daño. (...) 

Específicamente, para que pueda hablarse de culpa de la víctima jurídicamente, ha 
dicho el Consejo de Estado, debe estar demostrada además de la simple causalidad 
material según la cual la víctima directa participó y fue causa eficiente en la producción 
del resultado o daño, el que dicha conducta provino del actuar imprudente o culposo de 
ella, que implicó la desatención a obligaciones o realas a las que debía estar sujeta. 

Por tanto puede suceder en un caso determinado, que una sea la causa física o material 
del daño y otra, distinta, la causa jurídica la cual puede encontrarse presente en hechos 
anteriores al suceso, pero que fueron determinantes o eficientes en su producción. 

Lo anterior permite concluir que si bien se probó la falla del servicio también se 
demostró que el daño provino del comportamiento exclusivo de la propia víctima 
directa, la cual rompe el nexo de causalidad; con esta ruptura el daño no puede ser 
imputable al demandado porque aunque la conducta anómala de la Administración 
fue causa material o física del daño sufrido por los demandantes, la única causa 
eficiente del mismo fue el actuar exclusivo y reprochable del señor Mauro Restrepo 
Giraldo, quien con su conducta culposa de desacato a las obligaciones a él conferidas, 
se expuso total e imprudentemente a sufrir el daño (...)". (Subrayas ajenas del texto)” 
Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 25 de julio de 2002, exp. 13744, C.P. 
María Eiena Giraldo, reiterada en las sentencias de 11 de abril de 2012, exp. 23513, 
C.P. Mauricio Fajardo Gómez y de 9 de octubre de 2013, exp. 33564, C.P. Hernán 
Andrade Rincón.  

Y a su vez, el H. Consejo de Estado, ha señalado que se debe analizar la conducta del investigado 
penal  bajo los preceptos establecidos en el derecho civil y, por tanto, difiere del estudio de 
culpabilidad realizado en sede penal. En  sentencia del 30 de abril de 2014, exp. 2001-01145 
(27414), C.P. Danilo Rojas Betancourth, indicó:  

"[P]ara responder el anterior asunto cabe recordar que la Sala22 ha determinado que 
cuando se trata de acciones de responsabilidad patrimonial, el dolo o culpa grave que 
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allí se considera, se rige por los criterios establecidos en el derecho civil, artículo 63 
del Código Civil, que no se corresponden con los del derecho penal: (...). 

Sobre la noción de culpa y dolo, en esa oportunidad también consideró, en criterio que 
aquí se reitera que, culpa se ha dicho que es la reprochable conducta de un agente que 
generó un daño ontijurídico (injust) no querido por él pero producido por la omisión 
voluntaría del deber objetivo de cuidado que le era exiaible de acuerdo a sus condiciones 
personales y las circunstancias en que actuó; o sea, la conducta es culposa cuando el 
resultado dañino es producto de la infracción al deber objetivo de cuidado y el agente 
debió haberlo previsto por ser previsible, o habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo. 
También por culpa se ha entendido el error de conducta en que no habría incurrido una 
persono en las mismas circunstancias en que obró aquella cuyo comportamiento es 
analizado y en consideración al deber de diliqenciq y cuidado que le era exiaible. 
Tradicionalmente se ha calificado como culpa le actuación no intencional de un sujeto 
en forma negligente, imprudente o imperita, a la de quien de manera descuidada y sin 
la cautela requerida deja de cumplir u omite el deber funcional o conducta que le es 
exigible; y por su gravedad o intensidad, siguiendo la tradición romanista, se ha 
distinguido entre la culpa grave o lata, la culpa leve y la culpa levísima, clasificcción 
tripartita con consecuencias en el ámbito de la responsabilidad contractual o 
extracontractual, conforme a lo que expresamente a este respecto señale el 
ordenamiento jurídico. De la norma que antecede [artículo 63 del Código Civil] se 
entiende que la culpa leve consiste en la omisión de la diligencia del hombre normal 
(diligens paterfamilias) o sea la omisión de la diligencia ordinaria en los asuntos propios; 
la evísimo u omisión de diligencia que el hombre juicioso, experto y previsivo emplea en 
sus asuntos relevantes y de importancia; y la culpa lata u omisión de la diligencia mínima 
exigible aún al hombre descuidado y que consiste en no poner el cuidado en los negocios 
ajenos que este tipo de personas ponen en los suyos, y que en el régimen civil se asimila 
al dolo." 

 
33. DAÑO MATERIAL 

 
Lucro cesante 
 
Solicitó que niegue el perjuicio solicitado, toda vez que no se ha aportado prueba alguna que 
indique que el acá demandante desarrollara algún tipo de actividad productiva al momento de su 
captura y mucho menos que indique que el señor ALFONSO SANCHEZ MARTÍNEZ recibiese 
contraprestación alguna que haya sido afectada por la privación de su libertad.  
 
Así miso, se debe tener en cuenta, en el evento que se reconozca este perjuicio, lo indicado por 
el  Honorable Consejo de Estado: 

 
“La Sala modificará la liquidación de primera instancia, pues en este caso no 
procedía sumar al salario mínimo el 25% correspondiente a las prestaciones 
sociales, ni los 8.75 meses correspondientes al tiempo que según las estadísticas 
requiere una persona en Colombia para conseguir trabajo luego de haber salido 
de la cárcel, porque el demandante no era empleado sino que ejercía actividades 
como independiente, en consecuencia, la liquidación se realizará de conformidad 
con la siguiente fórmula (…)” 1 .  

 
1 Consejo de Estado, Radicación número: 05001-23-31-000-2011-01709-01(52522), Consejero Ponente: doctor GUILLERMO SÁNCHEZ 
LUQUE 
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43.4. FALTA DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA-MATERIAL 

 
En los casos de privación de la libertad,  es claro que la imposición de la medida de aseguramiento 
es el hecho generador del daño antijurídico que se pretende satisfacer y dentro del 
procedimiento penal, Ley 906 de 2004, mi representada solicita frente el Juez de Control de 
Garantía la imposición de la medida de aseguramiento; pero solo el segundo  tiene  la jurisdicción 
para interponerla, causa única y eficiente del daño alegado.  
Señala el artículo  308 de la Ley 906 de 2004  lo siguiente:  

“Requisitos. El juez de control de garantías, a petición del Fiscal General de la Nación o 
de su delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos 
materiales probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de la información 
obtenidos legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor 
o partícipe de la conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno 
de los siguientes requisitos (…)” (Negrilla fuera del texto).  
 

Del artículo transcrito se observa que se encuentra dentro de la discrecionalidad del JUEZ DE 
CONTROL DE GARANTÍAS decretar la medida de aseguramiento.  
 
En la Ratio decidendi de las sentencias del  30 de junio del 2016, del 26 de mayo de 2016, del  24 
de junio de 2015 entre otras, el Honorable Consejo de Estado, señaló  que la Fiscalía General de 
la Nación no tiene la capacidad jurisdiccional para imponer la medida de aseguramiento y que 
por lo tanto no está llamada a responder en los casos de privación injusta bajo la Ley 906 de 2004.  
El H. Consejo de Estado, expresó:  
 

“Según se dejó indicado en los antecedentes de esta providencia, el libelo introductorio 
se dirigió contra la Fiscalía General de la Nación y la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial. Sobre el particular, la Sala estima necesario reiterar el criterio expuesto en 
sentencia proferida el 24 de junio de 201525, según el cual si bien cada una de las 
entidades demandadas ostentan la representación de la Nación en casos en los cuales se 
discute la responsabilidad del Estado por hechos imputables a la Administración de 
Justicia (inciso segundo del artículo 49 de la Ley 446 de 199826 y numeral 8 del artículo 
99 de la Ley 270 de 1996), lo cierto es que las decisiones que se discuten en el presente 
litigio y que habrían ocasionado el daño por cuya indemnización se reclama, fueron 
proferidas por la Rama Judicial (representada por la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial), razón por la cual una vez efectuado el recuento probatorio, se concretará si el 
aludido daño antijurídico reclamado se encuentra acreditado y, de estarlo, se establecerá 
si el mismo le resulta imputable a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, la cual 
fue debidamente notificada y representada.  

 
En efecto, con la expedición de la Ley 906 de 2004 -Código de Procedimiento Penal- el 
legislador articuló el proceso penal de tal manera que buscó fortalecer la función 
investigativa de la Fiscalía General de la Nación, como de instituir una clara distinción 
entre los funcionarios encargados de investigar, acusar y juzgar dentro de la acción penal, 
por lo que, suprimió del ente investigador -Fiscalía- la facultad jurisdiccional29, la cual 
venía ejerciendo por disposición de los antiguos Códigos de Procedimiento Penal –
Decreto Ley 2700 de 1991 y Ley 600 de 2000-. 
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Así las cosas, a la luz de las nuevas disposiciones del procedimiento penal, la facultad 
jurisdiccional quedó exclusivamente en cabeza de la Rama Judicial, razón por la cual, las 
decisiones que impliquen una privación de la libertad, son proferidas por los Jueces que 
tienen a su cargo el conocimiento del proceso penal, como en efecto ocurrió en este caso 
mediante el auto proferido por el Juzgado Primero Penal Municipal de Armenia con 
funciones de control de garantías que declaró la legalidad de la captura, según se 
desprende del oficio No. CCSJ-0095 expedido por la Coordinación del Centro de Servicios 
Judiciales. 
Así pues, en el asunto sub examine la decisión que llevó a la privación de la libertad del 
señor Pedro Pablo Palacio Molina, si bien es cierto fue solicitada por la Fiscalía General de 
la Nación, lo cierto es que dicho ente no tenía la potestad de decidir sobre la privación de 
la libertad del ahora demandante, cosa que sí le correspondía a la Rama Judicial, por 
encontrarse dentro de sus funcione jurisdiccionales, razón por la cual, forzoso resulta 
concluir que en el presente asunto y, a la luz de las nuevas disposiciones penales, no es 
posible endilgarle responsabilidad alguna a la Fiscalía General de la Nación.” (Sentencia 
del Consejo de Estado, Consejo Ponente Hernán Andrade Rincón  radicado 63001-23-31-
000-2009-00025-01(41573), del 26  de mayo.) (Negrilla y cursiva fuera de texto)  

 
Y en sentencia de junio del 2015, señaló2:  

(…) Sobre el particular, la Sala estima necesario precisar que si bien cada una de las 
entidades demandadas ostentan la representación de la Nación en casos en los cuales se 
discute la responsabilidad del Estado por hechos imputables a la Administración de 
Justicia (inciso segundo del artículo 49 de la Ley 446 de 1998 y numeral 8 del artículo 99 
de la Ley 270 de 1996), lo cierto es que las decisiones que se discuten en el presente litigio 
y que habrían ocasionado el daño cuya indemnización se reclama, fueron proferidas por 
la Rama Judicial, razón por la cual una vez efectuado el recuento probatorio, se concretará 
si el aludido daño antijurídico reclamado se encuentra acreditado y , de estarlo , se 
establecerá si el mismo le resulta imputable a la Rama Judicial, ( la cual fue debidamente 
notificada notificada y representada), de lo contrario habrá lugar a confirmar la decisión 
apelada.   

 
“En efecto, con la expedición de la Ley 96 de 2004- Código de procedimiento Penal- el 
legislador articuló el proceso penal de tal manera  que buscó fortalecer la función 
investigativa de la Fiscalía General de la Nación, como es instituir una clara distinción 
entre los funcionarios encargados de investigar, acusar y juzgar dentro de la acción penal, 
por lo que, suprimió del ente investigador- Fiscalía- la facultad jurisdiccional, la cual venía 
ejerciendo por disposición del antiguo código de procedimiento penal- ley 600 de 2000-. 
 
Así las cosas, a la luz de las nuevas disposiciones del procedimiento penal, la facultad 
jurisdiccional quedó en cabeza de la Rama Judicial, razón por la cual, las decisiones que 
impliquen una privación de la libertad , son proferidas por las Jueces que tiene a sus cargo 
el conocimiento del proceso penal, como en efecto ocurrió en este caso mediante el auto 
proferido el 18 de noviembre de 2005 por el Juez segundo Penal Municipal con Funciones 
de Garantías que decretó la medida de aseguramiento contra el actor  

 

 
2 También ver Tribunal de la Contencioso Administrativo de Risaralda Sala de Decisión, mediante sentencia del 19 de diciembre de 
dos mil ocho, y con ponencia de la Magistrada Dufay Carvajal Castañeda, El Tribunal de la Contencioso Administrativo del Cesar 
Sala de Decisión, mediante sentencia del 19 de enero del dos mil doce, y con ponencia del Magistrado Álvaro Enrique Rodríguez 
Bolaños, Sentencia Tribunal Administrativo de  Cundinamarca-Sección Tercera-Subsección B Magistrado Ponente Carlos Alberto 
Vargas Bautista- noviembre 17 de 2010-Actor Francy Eunice Millán Rincón, Sentencia Tribunal Administrativo de      Antioquia- Sala 
Segunda de Oralidad Magistrada Ponente Beatriz Elena Jaramillo Muñoz- Septiembre 30 de 2013-Actor Camilo Andrés  Moncada  
Uribe ,  entre otros fallos.  
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Así pues, en el sub examine las decisiones que llevaron a la privación de la libertad del 
señor Carlos Julián Tuñón Gálviz, si bien es cierto fueron solicitadas por la Fiscalía General 
de la Nación, lo cierto es que dicho ente no tenía la potestad  de decidir sobre la privación 
de la libertad del hoy actor, cosa que sí le correspondía a la Rama judicial, por encontrarse 
dentro de sus funciones jurisdiccionales, razón por la cual, forzoso resulta concluir que en 
el presente asunto y, a la luz de las nuevas disposiciones penales, no es posible endilgarle 
responsabilidad alguna a la Fiscalía General de la Nación, razón por la cual se confirmará 
la falta de legitimación en la causa por pasiva por la privación de la libertad del señor 
Carlos Julián Tuñón Gálviz” (Consejo de Estado, en sentencia del 24 de junio de 2015, 
radicado 2008-256, Expediente 38.524, M.P. doctor Hernán Andrade Rincón. (Negrilla y 
cursiva fuera de texto)3”  
 

Posiciones ratificada en sentencia de Junio de 2016, donde señaló:  
 “Así las cosas, a la luz de las disposiciones consagradas en la normativa procesal Penal 
vigente, Ia facultad jurisdiccional se encuentra radicada única y exclusivamente en cabeza 
de la Rama Judicial, razón por la cual, los únicos que pueden tornar la decisión de privar a 
una persona de su libertad son los Jueces, ya sean de conocimiento o en función de 
control de garantías, tal y como en efecto sucedió.” (Sentencia del 30 de junio de 2006, 
radicado 63001 -23-31-000-2009-00022-01 (41604), C.P. doctora Marta Nubia Velásquez 
Rico)” 

 
 

44.5. ANEXOS 

 
Anexo al presente memorial poder para actuar y sus anexos.  
 

45.6. NOTIFICACIONES 

 
Las recibiré en la Diagonal 22 B No. 52 - 01, Primer Piso del Edificio Nuevo, Ciudad Salitre, Bogotá, 
Dirección Jurídica de la Fiscalía General de la Nación o en la Secretaría del despacho. Correos para 
notificaciones judiciales: jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co y 
; javier.lopezr@fiscalia.gov.co. 
  
Celular: 3178331267 
 
De la honorable Juez. 
 
 
 

  
JAVIER ENRIQUE LÓPEZ RIVERA 
C. C. 93.405.405 
T. P. No. 119.868 C. S. de la J. 
 

 
3 Consejo de Estado, en sentencia del 24 de junio de 2015, radicado 2008-256, Expediente 38.524, M.P. doctor Hernán Andrade 
Rincón.  
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Doctora 

EDITH ALARCÓN BERNAL 

JUEZ 61 ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTA 

E.S.D. 

 

MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA 

DEMANDANTE:  WILLIAM CESAR RAMÍREZ Y OTROS 

RADICADO:   11001334306320200017500 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO, domiciliada en la Ciudad de Bogotá, 

identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 30.881.383 de Arjona – Bolívar, en 

calidad de Coordinadora de la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos 

Jurídicos, debidamente designada mediante Oficio 20181500002733 del 04 de abril 

de 2018, en los términos de la delegación efectuada por el Señor FISCAL GENERAL 

DE LA NACIÓN, mediante el artículo octavo de la Resolución N° 0-0303 del 20 de 

marzo de 2018, documentos que anexo al presente escrito, atentamente manifiesto 

que confiero poder especial, amplio y suficiente al Doctor JAVIER ENRIQUE LOPEZ 

RIVERA, abogado, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 93.405.405 de 

Ibagué, Tarjeta Profesional No. 119.868 del C.S.J. para que represente a la 

FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN en el proceso de la referencia. 

 

El Doctor JAVIER ENRIQUE LOPEZ RIVERA, queda investido de las facultades 

consagradas en el artículo 77 del Código General del Proceso y en especial para, 

sustituir, conciliar total o parcialmente, recibir, presentar recursos ordinarios y 

extraordinarios, formular llamamiento de garantía y en general para adelantar las 

diligencias tendientes al cabal desarrollo del presente mandato. 

 

Solicito respetuosamente se reconozca personería al Doctor JAVIER ENRIQUE 

LOPEZ RIVERA en los términos y para los fines que confiere el presente poder. 

 

El correo institucional del abogado es javier.lopezr@fiscalia.gov.co el correo 

electrónico para notificaciones judiciales, comunicaciones, citaciones, traslados o 

cualquier otra actuación que se realice a través de un mensaje de datos es 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co  

 

De Usted, 

 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO 

Coordinadora Unidad de Defensa Jurídica 

Dirección de Asuntos Jurídicos 

 

Acepto: 

 

 

JAVIER ENRIQUE LOPEZ RIVERA 

C.C. 93.405.405 

T.P... 119.868 del  C. S. de la J. 

 

 

Elaboró Rocio Rojas 

EK 2140832 
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* FISCALÍA 
GENE'Rlll DF LA NACION 

Resolución No. .O O 3 O 3 
2 O MAR. 201lf -- 

"Por medio de la cual se establece la organización interna de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos y se dictan otras disposiciones" 

EL FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN 

En uso de las facultades otorgadas por el Decreto Ley O 16 del 9 de enero de 2014, en especial 
de las conferidas en los numerales 2, 19, 25 y el parágrafo del artículo 4 °, y 

CONSIDERANDO: 

Que el numeral 19 del artículo 4° del Decreto Ley O 16 de 2014, otorgó al Fiscal General de la 
Nación la facultad de "[ e ]xpedir reglamentos, protocolos, órdenes, circulares y manuales de 
organización y procedimiento conducentes a la organización administrativa y al eficaz 
desempeño de las funciones de la Fiscalía General de la Nación". 

Que el numeral 25 del artículo 4° del Decreto Ley 016 de 2014, facultó al Fiscal General de la 
Nación para "[c]rear, conformar, modificar o suprimir secciones, departamentos, comités, 
unidades y grupos internos de trabajo que se requieran para el cumplimiento de las funciones 
a cargo de la Fiscalía General de la Nación". 

Que mediante el Decreto Ley 898 de 201 7, expedido en desarrollo de las facultades otorgadas 
al Presidente de la República por medio del Acto Legislativo 001 de 2016, se reformó la 
estructura orgánica de la Fiscalía General de la Nación con el objeto de dar cumplimiento a 
los mandatos derivados del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera. 

Que el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017 modificó el artículo 9° del Decreto Ley 016 
de 2014 y definió las funciones a cargo de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía 
General de la Nación. 

Que en virtud de lo anterior es necesario establecer la organización interna de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos, conforme a los principios que rigen la Administración Pública, a efectos de 
cumplir con el objeto para el cual fue creada y permitir que su gestión sea ágil, eficiente y 
oportuna. 

Que el artículo 45 del Decreto Ley 016 de 2014 establece que el Fiscal General de la Nación 
tiene competencia para organizar Departamentos, Unidades y Secciones, así como señalarle 
sus funciones, atendiendo entre otros principios al de racionalización del gasto, eficiencia, 
fortalecimiento de la gestión administrativa y mejoramien o de la prestación del servicio. Las 
jefaturas de Unidades y Secciones serán ejercidas por el s ervidor de la Fiscalía General de la 
Nación a quien se le asigne la función. 
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Que por lo expuesto, 

RESUELVE: 

CAPÍTULO! 

ORGANIZACIÓN INTERNA DE LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS 

ARTÍCULO PRIMERO. La Dirección de Asuntos Jurídicos tendrá la siguiente organización 
interna: 

1. Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos. 
1.1.Secretaría Común y Apoyo a la Gestión 

2. Unidad de Defensa Jurídica. 
2.1. Sección de lo Contencioso Administrativo. 
2.2. Sección de Pago de Sentencias y Acuerdos Conciliatorios. 
2.3. Secretaría Técnica del Comité de Conciliación. 

3. Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual. 
3 .1. Sección de Jurisdicción Coactiva. 
3.2. Sección de Competencia Residual. 

4. Unidad de Conceptos y Asuntos Constitucionales. 
4.1. Sección de Conceptos y Control de Legalidad. 
4.2. Sección Asuntos Constitucionales y Relatoría. 

PARÁGRAFO. Las funciones asignadas a la Dirección ce Asuntos Jurídicos por el artículo 
9° del Decreto Ley 016 de 2014 modificado por el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017, 
desarrolladas en la presente Resolución, serán distribuidas por el Director(a) de esta 
dependencia en el Departamento, Unidades y Secciones determinados en este artículo. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos. Al Despacho 
del Director(a) de Asuntos .Jurídicos le corresponde dirigir, articular, controlar y evaluar el 
cumplimiento de las funciones establecidas para la dependencia en el artículo 9° del Decreto 
Ley 016 de 2014, modificado por el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017. 

ARTÍCULO TERCERO. Unidad de Defensa Jurídica. La Unidad de Defensa Jurídica de 
la Dirección de Asuntos Jurídicos cumplirá las siguientes funciones: 
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1. Proponer para la aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos acciones y políticas 
de estrategia para la adecuada defensa jurídica de la Entidad en los procesos en los que 
la Fiscalía General de la Nación sea parte o interviniente. 

2. Ejercer la representación jurídica y la defensa técnica de la Fiscalía General de la 
Nación en los procesos extrajudiciales, judiciales y administrativos en los que la 
Entidad sea parte o interviniente procesal, de acuerdo con la delegación contenida en 
este acto administrativo. 

3. Coordinar la labor de defensa técnica de la Entidad que cumplen los servidores de la 
Dirección de Asuntos Jurídicos con ubicación laboral en las Direcciones Seccionales 
conforme a las directrices impartidas por el Director(a) de Asuntos Jurídicos. 

4. Proponer y sustentar para aprobación del Comité de Conciliación de la Entidad, las 
políticas de prevención del daño antijurídico, con fundamento en los procesos en que 
es parte la Entidad. 

5. Adelantar las gestiones necesarias para el cumplimiento de las funciones asignadas al 
Comité de Conciliación de la Entidad. 

6. Revisar las actas del Comité de Conciliación las cuales serán suscritas por el 
Presidente, el Director (a) de Asuntos Jurídicos y el Secretario (a) Técnico que hayan 
asistido a la respectiva sesión. 

7. Coordinar y supervisar el cumplimiento de las sentencias judiciales en las que la 
Fiscalía General de la Nación tiene la calidad de parte o interviniente. 

8. Coordinar y tramitar los reintegros ordenados por autoridades judiciales y elaborar el 
proyecto de acto administrativo para aprobación del Director (a) de Asuntos Jurídicos 
y posterior firma del Fiscal General de la Nación. Para el efecto, la Subdirección de 
Talento Humano será encargada de remitir la información de su competencia, necesaria 
para el cabal cumplimiento de este trámite. 

9. Coordinar para la aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos, la elaboración del 
protocolo de reparto de expedientes, asignación de tumo y seguimiento al rubro de 
pago de sentencias y conciliaciones, con estricto cumplimiento de los requisitos legales 
en aras de garantizar el derecho de turno de los peticionarios, así como de los principios 
de objetividad y transparencia. 

1 O. Adelantar el trámite correspondiente para la expedición del acto administrativo de 
reconocimiento y pago de sentencias y conciliaciones, previa liquidación por parte de 
la Subdirección Financiera y someter a la aprobación del Director(a) de Asuntos 
Jurídicos las resoluciones que materializan el cumplimiento de la obligación para la 
posterior firma del Director Ejecutivo. 

11. Elaborar para firma del Director (a) de Asuntos Jurídicos, el proyecto de respuesta a 
las solicitudes de extensión de jurisprudencia. 

12. Presentar para aprobación y suscripción del Directoria) de Asuntos Jurídicos los 
informes contables correspondientes a esta Unidad. 

13. Rendir informes periódicos de las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos 
Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General de la Nación. 
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14. Las demás que le sean asignadas por el Fiscal General de la Nación y el Director(a) de 
Asuntos Jurídicos. 

ARTÍCULO CUARTO. Defensa Jurídica a Nivel Departamental y Municipal. La 
Defensa Jurídica de la Fiscalía General de la Nación en los procesos en los que es parte o 
interviniente ante los despachos administrativos y judiciales distintos a los ubicados en la 
ciudad de Bogotá D.C., estará apoyada por los servidores de la Dirección de Asuntos Jurídicos 
con ubicación laboral en las Direcciones Seccionales, quienes cumplirán las siguientes 
funciones: 

1. Asumir la representación de la Entidad dentro de los procesos prejudiciales, judiciales 
y administrativos en los que tenga la calidad de parte o interviniente, en los eventos en 
que el Director(a) de Asuntos Jurídicos o el Coordinador de la Unidad de Defensa 
Jurídica así lo dispongan mediante poder. 

2. Realizar seguimiento a las actuaciones y reportar a la Secretaría Común de la Dirección 
de Asuntos Jurídicos las novedades dentro de los procesos prejudiciales, judiciales y 
administrativos en los que la Entidad tenga la calidad de parte o interviniente y que se 
adelanten en la ciudad o municipios comprendidos por la correspondiente Dirección 
Seccional. 

3. Remitir oportunamente a la Secretaría Común de la Dirección de Asuntos Jurídicos, en 
físico y/o en medio magnético, los documentos correspondientes a todas las 
actuaciones surtidas o pendientes por atender dentro de los procesos prejudiciales, 
judiciales y administrativos en los que la Entidad tenga la calidad de parte o 
interviniente. 

4. Elaborar y remitir, dentro de los términos establecidos por el Comité de Conciliación 
de la Entidad, a la Secretaría Técnica del Comité, los estudios jurídicos a que haya 
lugar, en los procesos judiciales, prejudiciales y administrativos en los que la Entidad 
ostente la calidad de parte o interviniente. 

5. Atender con carácter prioritario los requerimientos de información que se les formulen 
desde el Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos o de la Unidad de Defensa 
Jurídica para la adecuada defensa de los intereses «e la Entidad en los procesos en los 
que es parte o interviniente. 

6. Las demás funciones que les sean asignadas por el Fiscal General de la Nación, el 
Director(a) de Asuntos Jurídicos y/o el Coordinador(a) de la Unidad de Defensa 
Jurídica. 

PARÁGRAFO PRIMERO.. En las ciudades o municipios en donde la Dirección de Asuntos 
Jurídicos no cuente con servidores para el desarrollo de l is funciones de defensa asignadas, 
las Direcciones Seccionales designarán los servidores que se requieran. 



* FISCALÍA 
GENERAL DE l A NACIÓN 

Página 5 de 7 de la Resolución No. o 03 O 3 
"Por medio de la cual se establece la organización interna de la Dirección de Asuntos Jurídicos y 

se dictan otras disposiciones" 

ARTÍCULO QUINTO. La expedición de los actos administrativos que definen las 
situaciones administrativas de los servidores adscritos a la Dirección de Asuntos Jurídicos con 
ubicación laboral en las Direcciones Seccionales, corresponderá al servidor competente para 
el efecto previa aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos. 

ARTÍCULO SEXTO. Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual. 
El Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos cumplirá las siguientes funciones: 

1. Adelantar el procedimiento administrativo de cobro por jurisdicción coactiva, 
conforme a la regulación propia de la materia, a la reglamentación interna y a las 
directrices que imparta el Director(a) de Asuntos Jurídicos. En desarrollo de esta 
función, el Coordinador del Departamento ejercerá en nombre de la Fiscalía General 
de la Nación la facultad ejecutora de las obligaciones creadas a su favor y podrá 
declarar de oficio o a solicitud de parte, la prescripción de las obligaciones ejecutadas 
a través del procedimiento de cobro coactivo. 

2. Adelantar la defensa judicial de la Entidad, en los procesos iniciados con ocasión al 
ejercicio del procedimiento de cobro coactivo. 

3. Representar judicialmente a la Entidad en los procesos adelantados ante la jurisdicción 
ordinaria y/o en las acciones ejecutivas que se promueven en la jurisdicción 
contencioso administrativa, en los que es parte o interviniente procesal. 

4. Elaborar y sustentar ante el Comité de Conciliación de la Entidad, los estudios jurídicos 
en los que se analice la procedencia de la acción de repetición. 

5. Representar judicialmente a la Entidad en los procesos que se adelanten por el medio 
de control de repetición cuya procedencia determine el Comité de Conciliación de la 
Fiscalía General de la Nación, con el fin de recuperar los valores pagados por la Entidad 
como consecuencia de sentencias condenatorias o acuerdos conciliatorios aprobados. 

6. Constituirse como víctima dentro de los procesos penales, previo estudio de la 
pertinencia de hacer a la Entidad parte en el proceso conforme a los antecedentes del 
mismo, para participar en el incidente de reparación integral a efecto de obtener una 
indemnización económica a favor de la Fiscalía General de la Nación. 

7. Rendir informes periódicos de las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos 
Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General de la Nación. 

8. Las demás que le sean asignadas por el Fiscal General de la Nación y/o el Director (a) 
de Asuntos Jurídicos. 

PARÁGRAFO. La Dirección de Asuntos Jurídicos podrá requerir la colaboración de las 
dependencias de la Entidad en el desarrollo de las actividades propias de los procesos 
asignados a este Departamento, la cual deberá ser prestada de manera prioritaria por el servidor 
requerido. 
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ARTÍCULO SÉPTIMO. Unidad de Conceptos y Asuntos Constitucionales. La Unidad de 
Conceptos y Asuntos Constitucionales de la Dirección de Asuntos Jurídicos cumplirá las 
siguientes funciones: 

1. Proyectar los conceptos que sean requeridos por las distintas dependencias sobre temas 
institucionales para mantener la unidad de criterio jurídico en la Fiscalía General de la 
Nación para posterior firma del Director(a) de Asuntos Jurídicos. 

2. El servidor (a) que se designe como coordinador de esta Unidad podrá emitir conceptos 
y responder peticiones ciudadanas en los asuntos que determine el Director (a) de 
Asuntos Jurídicos. 

3. Apoyar el estudio, análisis de constitucionalidad y seguimiento al trámite de los 
proyectos de ley y actos legislativos que cursen ante el Congreso de la República, sobre 
materias que tengan incidencia en la Entidad, en aquellos eventos que determine el 
Despacho del Fiscal General de la Nación. 

4. Elaborar los proyectos de actuaciones ante la Corte Constitucional de interés para la 
Entidad cuando el Fiscal General de la Nación así lo disponga. 

5. Efectuar la revisión de anteproyectos, proyectos de ley y demás documentos solicitados 
por el Despacho del Fiscal General de la Nación. 

6. Ejercer la representación de la Entidad, en los procesos constitucionales en los que la 
Entidad sea parte o interviniente procesal que no sean competencia de otra 
dependencia. 

7. Preparar para la firma del Director (a) de Asuntos Jurídicos los informes requeridos 
por la Corte Constitucional en autos de seguimiento, asignados por el Despacho del 
Fiscal General de la Nación. 

8. Realizar el control de legalidad de los actos administrativos requeridos por las 
dependencias de la Entidad. 

9. Revisar para consideración y aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos, los 
documentos, estudios y directivas que solicite el Despacho del Fiscal General de la 
Nación para la definición y formulación de políticas, lineamientos y directrices de 
interpretación en los temas constitucionales y legales que afecten o involucren los 
objetivos misionales de la Fiscalía General de la Nación. 

1 O. Elaborar los boletines de relatoría de jurisprudencia relevante para las labores de la 
Entidad y casos exitosos sobre buenas prácticas en el ejercicio de la función de 
investigación y acusación de la Entidad, y organizar su publicación. 

11. Rendir informes periódicos de las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos 
Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General de la Nación. 

12. Las demás que le sean asignadas por el Director (a) de Asuntos Jurídicos y/o el Fiscal 
General de la Nación. 
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CAPÍTULO II 
OTRAS DISPOSICIONES 

ARTÍCULO OCTAVO. Delegaciones Especiales. Delegar en el Director(a) de Asuntos 
Jurídicos y en el Coordinador (a) de la Unidad Defensa Jurídica, la facultad de otorgar poder 
para ejercer la representación de la Fiscalía General de la Nación en los procesos judiciales, 
extrajudiciales, prejudiciales, administrativos en los que sea parte la Entidad conforme a lo 
previsto en el artículo 77 del Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012. 

ARTÍCULO NOVENO. Los procesos que cursen en los despachos judiciales y 
administrativos del país, podrán ser atendidos por funcionarios distintos a los servidores 
adscritos a la Dirección de Asuntos Jurídicos con ubicación laboral en las Direcciones 
Seccionales, cuando el Director(a) de Asuntos Jurídicos, por necesidades del servicio, así lo 
determine mediante poder. 

ARTÍCULO DECIMO. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su 
publicación, modifica en lo pertinente la Resolución No. 0-2570 de 2017 y deroga las 
Resoluciones Nos. 0-0582 de 2014, 0-0257 de 2015 y 0-4117 de 2016, y las demás 
disposiciones que le sean contrarias. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

Dada en Bogotá D.C., a los 2 O MAH. 2018 

' 

L DE LA NACIÓN 


	image_001(2).pdf (p.1)
	image_002(2).pdf (p.2)
	image_003(2).pdf (p.3)
	image_004.pdf (p.4)
	image_005.pdf (p.5)
	image_006.pdf (p.6)
	image_007.pdf (p.7)

